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Bogotá D.C.  

 

Señores 
JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE IBAGUÉ (TOLIMA) 
adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Ibagué– Tolima 
E.   S.  D. 
 

RADICADO No. 73001333300620200021400 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE MARIA DEL CARMEN ARAGON - 41585438 

DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
DIANA CRISTINA BOBADILLA OSORIO, identificada con la cédula de ciudadanía número Nº  
52.352.178  de Bogotá D.C. y T.P.159.126 del C.S. de la J., en mi condición de apoderada sustituta 
de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme el poder a mi otorgado, por el Doctor LUIS ALFREDO 
SANABRIA RIOS, identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad 
de Representante Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, en los procesos judiciales que en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a 
cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo con la 
certificación suscrita por la Representante Legal de FIDUPREVISORA S.A,  de fecha 21 de febrero de 
2019, y según el Poder General que le fue otorgado mediante Escritura Pública N° 522 del 28 de 
marzo de 2019, y conforme con lo establecido en la escritura aclaratoria N° 480 del 3 de mayo de 
2019, que lo facultan para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman la defensa judicial; 
doy respuesta a la demanda de la referencia en los siguientes términos:   

 
LA NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DE LA 
FINALIDAD DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL: 

 
Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 
contable y estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales 
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de los docentes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de dichas prestaciones, que 
correspondan al personal afiliado y garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, 
entre otros aspectos. 

 
Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre 
otras por Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública,  en los siguientes términos:  
 

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 
una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de 
fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 
deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del 
contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  
  
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 
descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 
unidad.”  

  
Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 
prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 
vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia 
del Artículo 2o, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes 
nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación 
de la presente Ley, quienes quedan eximidos del requisito económico de afiliación. Los 
requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no 
podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las entidades antecesoras, las 
cuales reconocerán su respectivo valor en los convenios interadministrativos. El 
personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos los requisitos de afiliación de 
naturaleza formal o normativa y económica.1   

 

En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha 
considerado que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, sin personería jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de 
Economía Mixta, de carácter indirecto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), 
vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica y autonomía 
administrativa. 
 
Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece el mecanismos por el cual 
este actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma 
preestablece que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una 
entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

                                                             
1 Ley 91 de diciembre 29 de 1989: Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; 
(negrillas fuera de texto). 
 
 



 
 

 
                                                      

  

capital. En cumplimiento de la misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía 
Fiduprevisora S.A., suscribieron: “CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue 
protocolizado mediante escritura pública N° 83 del veintiuno (21) de junio de 1990, en la 
notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo notarial de Bogotá D.C., en el cual La Nación, 
Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente y la compañía Fiduprevisora como la 
Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir una fiducia mercantil sobre los Recursos que 
integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en adelante –EL FONDO-
, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, invierta y destine al cumplimiento 
de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las instrucciones que le sean 
impartidas por el Consejo Directivo del mismo.  
 
El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el 
cumplimiento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del 
contrato, es así como el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza: 
 

“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes 
indelegables del fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los 
siguientes: 
 
1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la finalidad 
de la fiducia; 
 
2) Mantener los bienes objeto de la fiducia separado de los suyos y de los que 
correspondan a otros negocios fiduciarios; 
 
3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los requisitos 
previstos en el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del modo que más 
conveniente le parezca; 
 
4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes fideicomitidos contra 
actos de terceros, del beneficiario y aún del mismo constituyente; 
 
5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas 
acerca de la naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las 
autorizaciones contenidas en el acto constitutivo, cuando así lo exijan las 
circunstancias. En estos casos el Superintendente citará previamente al fiduciante y al 
beneficiario; 
 
6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo 
cual todo acto de disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, 
salvo determinación contraria del acto constitutivo; 
 
7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo 
o a la ley, una vez concluido el negocio fiduciario, y 
 
8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”2 

 

                                                             
2 Código de Comercio Colombiano; Artículo: 1234. Negrillas fuera de texto 



 
 

 
                                                      

  

 Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN, FIDUPREVISORA y FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES  SOCIALES DEL 
MAGISTERIO “FOMAG”, es preciso referirnos a la demanda de la referencia para dar 
contestación bajo los siguientes parámetros. 

 
PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES OPOSICIÓN A  

LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 
 
Me permito Señor Juez, Formular el siguiente pronunciamiento expreso y respetuoso, sobre 
las pretensiones de la demanda, manifestando mi oposición a todas y cada una de ellas, en 
la medida en que el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, no es la Entidad llamada a 
responder sobre estos temas, que versan sobre el reconocimiento, liquidación y pago de 
pensiones de los afiliados. 
 
A LAS DECLARACIONES: 
 
A la No. 3.1.- Me Opongo,  a que se declare la nulidad parcial de la Resolución Nº 583 de 02 
de febrero de 2018, considerando que, el acto administrativo demandado se ajusta a lo 
dispuesto en la normatividad pensional aplicable a la accionante, por lo que descarta en 
principio la procedencia de reconocer y pagar la prestación de sobrevivientes  antes que la 
actora cumpla con los requisitos legales fijados para ello. 

 
A LAS CONDENAS FORMULADAS A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO: 
 
A LA No. 3.2.1.- ME OPONGO,  toda vez que al ser esta pretensión consecuencia de la 
anterior declaración y al no prosperar aquella, ésta ineludiblemente corre su suerte, 
teniendo como fundamento que el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes  a la 
accionante está condicionada al cumplimiento de los requisitos estipulados en la ley. 
 
A LA No 3.2. 2- ME OPONGO,  toda vez que al ser esta pretensión consecuencia de la 
anterior declaración y al no prosperar aquella, ésta ineludiblemente corre su suerte, 
teniendo como fundamento que el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes  a la 
accionante está condicionada al cumplimiento de los requisitos estipulados en la ley. 

 
A LA No 3.2.3- ME OPONGO, teniendo en cuenta lo señalado, en los numerales 1 y 2 del 
artículo 365 del C.G.P., que establecen la condena en costas a la parte vencida en juicio, y 
en virtud de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 365 del C.G.P., al advertir que solo 
habrá lugar a su causación cuando en el expediente aparezca que efectivamente se 
causaron y en la medida en que resultaren probadas en el curso del proceso. Igualmente 
tampoco existe lugar a reconocer intereses moratorios como lo pretende la accionante 
 
A LA No 3.2.4 - ME OPONGO, teniendo en cuenta lo señalado, en los numerales 1 y 2 del 
artículo 365 del C.G.P., que establecen la condena en costas a la parte vencida en juicio, y 
en virtud de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 365 del C.G.P., al advertir que solo 
habrá lugar a su causación cuando en el expediente aparezca que efectivamente se 
causaron y en la medida en que resultaren probadas en el curso del proceso. Igualmente 
tampoco existe lugar a reconocer intereses moratorios como lo pretende la accionante. 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 

PRONUNCIAMIENTO A LOS HECHOS 
 
Los hechos y afirmaciones contenidos en todos los numerales,  sustentan del medio de 
control de la referencia solo pueden ser verificados con la historia laboral y/o pensional de 
la accionante la cual reposa en los archivos de la entidad Territorial a la que estaba vinculada 
la docente, por tanto, en principio la entidad que represento considera que deben probarse 
dentro de la controversia los supuestos facticos alegados en el escrito demandantorio. En 
consecuencia no atenemos a lo que resulte probado en el plenario. 

 

III. FUNDAMENTO DE DEFENSA 
 
 
Como fundamento de esta defensa se tienen el siguiente recuento normativo y 
jurisprudencia que se pasa a exponer:  
 
SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 
 
La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de Seguridad Social contenido en ella, a 
los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal como 
lo expresa en su artículo 279:  
 

ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en 
la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional, ni al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de 
aquel que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no 
remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con 
pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la expedición 
y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de 
conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 
 
Por ello, las prestaciones sociales del magisterio se gobiernan por las disposiciones de la Ley 
91 de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. 
 
Esta situación jurídica se reiteró con las Leyes 60 de 1993 y Ley 115 de 1994, que definieron 
el régimen prestacional aplicable a los docentes nacionales o nacionalizados, así:  
  
Ley 60 de 1993, artículo 6º:  
  



 
 

 
                                                      

  

“El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes nacionales o 
nacionalizados que se incorporen a las plantas departamentales o distritales sin 
solución de continuidad y las nuevas vinculaciones será el reconocido por la Ley  91 
de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas serán compatibles con pensiones o 
cualquier otra clase de remuneraciones. 

 
El personal docente de vinculación departamental, distrital y municipal será 

incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y se les respetará el 
régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial. 

  
Ley 115 de 1994, artículo 115: 
 

“Régimen especial de los educadores estatales. El ejercicio de la profesión docente 
estatal se regirá por las normas del régimen especial del Estatuto Docente y por la 
presente Ley. El régimen prestacional de los educadores estatales es el establecido 
en la Ley 91 de 1989, en la Ley 60 de 1993 y en la presente ley”… 

 
Al respecto, la Ley 91 de 1989 señaló en su artículo 15, que el reconocimiento de las 
prestaciones sociales de los docentes nacionales vinculados hasta el 31 de diciembre de 
1989, se efectuará de acuerdo con el régimen prestacional que han venido gozando en cada 
entidad territorial; en tanto que, para los docentes nacionalizados vinculados a partir del 1 
de enero de 1990, se rigen por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del 
orden nacional, reguladas  
 
Anteriormente por los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978 y le 33 de 
1985. 
 
En este sentido, dispuso:  
  

“ARTÍCULO 15.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 
nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 
será regido por las siguientes disposiciones: 

  
1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 
1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el 
régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 
conformidad con las normas vigentes. 

  
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 
  



 
 

 
                                                      

  

En este orden de ideas, el Decreto 3135 de 1968, “Por el cual se prevé la integración de la 
seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de 
los empleados públicos y trabajadores oficiales”, y que cobijó a algunos servidores de los 
entes territoriales, preceptuó:   
 

“ARTÍCULO 27. Pensión de jubilación o vejez. El empleado público o trabajador 
oficial que sirva veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 
años si es varón, o 50 si es mujer, tendrá derecho a que por la respectiva entidad de 
previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% 
del promedio de los salarios devengados durante el último año de servicio”. 
 

No obstante, con la aparición de la Ley 33 de 1985, las disposiciones del artículo 27 de 
decreto 3135 de 1968 y aún las del literal b) del artículo 17 de la Ley 6ª de 1945, fueron 
derogadas, siendo aplicable actualmente a los empleados oficiales de todos los órdenes, lo 
previsto en el artículo 1º y 25 de la Ley 33 de 1985, frente a la pensión ordinaria de 
jubilación. 
 
De otra parte, el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, “Por la cual se aprueba el Plan Nacional 
de Desarrollo 2003 – 2006, hacia un Estado comunitario”, dispuso: 
 
“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 
prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 
vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley”... 
 
Siendo así las cosas, ha sido aceptado que el régimen prestacional de los docentes 
vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el magisterio en las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la expedición de la Ley 812, es decir, al 27 de junio 
de 2003.   
 
De lo anterior resulta que el régimen prestacional de los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, es el aplicado a todos los empleados públicos regidos por la 
Ley 33 de 1985, en los términos del artículo 1º:  
 
 
“El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y 
llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de 
Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y 
cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 
último año de servicio…” 
 



 
 

 
                                                      

  

En consecuencia a los docentes nacionales, se les debe liquidar su pensión con el 75% de 
los factores que hayan servido de base para calcular los aportes durante al último año de 
servicio 
 
En este orden de ideas, el Decreto 3135 de 1968, “Por el cual se prevé la integración de la 
seguridad social entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de 
los empleados públicos y trabajadores oficiales”, y que cobijó a algunos servidores de los 
entes territoriales, preceptuó:   
 

“ARTÍCULO 27. Pensión de jubilación o vejez. El empleado público o trabajador oficial 
que sirva veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años si es 
varón, o 50 si es mujer, tendrá derecho a que por la respectiva entidad de previsión 
se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% del 
promedio de los salarios devengados durante el último año de servicio” 

No obstante, con la aparición de la Ley 33 de 1985, las disposiciones del artículo 27 de 
decreto 3135 de 1968 y aún las del literal b) del artículo 17 de la Ley 6ª de 1945, fueron 
derogadas, siendo aplicable actualmente a los empleados oficiales de todos los órdenes, lo 
previsto en el artículo 1º y 25 de la Ley 33 de 1985, frente a la pensión ordinaria de 
jubilación. 
 
De otra parte, el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, “Por la cual se aprueba el Plan Nacional 
de Desarrollo 2003 – 2006, hacia un Estado comunitario”, dispuso: 
 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 
prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 
encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de 
la presente ley”... 
 

Siendo así las cosas, ha sido aceptado que el régimen prestacional de los docentes 
vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el magisterio en las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la expedición de la Ley 812, es decir, al 27 de junio 
de 2003.   
 
De lo anterior resulta que el régimen prestacional de los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, es el aplicado a todos los empleados públicos regidos por la 
Ley 33 de 1985, en los términos del artículo 1º:  
 

“El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o 
discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la 
respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación 
equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base 
para los aportes durante el último año de servicio…” 



 
 

 
                                                      

  

 
En consecuencia a los docentes nacionales, se les debe liquidar su pensión con el 75% de 
los factores que hayan servido de base para calcular los aportes durante al último año de 
servicio. 
 
RECONOCIMIENTO DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES  
 
La Ley 100 de 1993 estableció algunas disposiciones generales sobre los requisitos 
necesarios para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, tanto en el régimen de 
prima media con prestación definida, como en el de ahorro individual con solidaridad. 
También mencionó quienes son los beneficiarios de esta mesada en los artículos 47 y 74 de 
la siguiente manera: 
 

“Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de 
sobrevivientes: 
a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente 
supérstite. 
En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el 
cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar 
que estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde el momento 
en que éste cumplió con los requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o 
invalidez, y hasta su muerte, y haya convivido con el fallecido no menos de dos (2) 
años continuos con anterioridad a su muerte, salvo que haya procreado uno o más 
hijos con el pensionado fallecido; 
b) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 anos, 
incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían 
económicamente del causante al momento de su muerte; y, los hijos inválidos si 
dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de 
invalidez; 
c) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, 
serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de éste; 
d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con 
derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían 
económicamente de éste.” 

 
Sin embargo, la mencionada ley no previó en forma expresa los casos de simultaneidad de 
personas con derecho a la pensión de sobrevivientes. Para llenar este vacío, la Ley 797 de 
2003, que modificó el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, en su artículo 13 estipuló quienes 
son los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes e indicó que en caso de presentarse 
convivencia simultánea entre cónyuge y compañera (o) permanente dentro de los cinco 
años previos al fallecimiento del causante, la pensión se le concederá al esposo (a). 
 



 
 

 
                                                      

  

El Consejo de Estado señaló que tanto el cónyuge como el compañero(a) permanente 
tienen igual derecho a disfrutar la pensión de sobrevivientes en razón a que “los derechos 
a la seguridad social comprenden de la misma manera tanto al cónyuge como al compañero 
o compañera permanente y a que el artículo 42 de la Constitución Nacional protege la 
institución familiar surgida tanto del vínculo matrimonial como de la relación marital de 
hecho.” 

 
Con ello, se abrieron las puertas jurídicas para que en caso de acreditarse la convivencia 
simultánea del causante con la o el cónyuge y con la o el compañero permanente, este 
último también tuviera derecho a ser beneficiario de la pensión de sobrevivientes, contrario 
a lo estipulado en la Ley 797 de 2003. 
 
Además de ello, el fallo del Consejo de Estado planteó una fórmula para hacer la distribución 
de la mesada cuando se demostrara la convivencia simultánea en los últimos años de vida 
de causante, consistente en conceder partes iguales de la pensión de sobrevivientes tanto 
a la o el cónyuge como a la o el compañero permanente. 
 
No mucho tiempo después del fallo del Consejo de Estado, el Congreso expidió la Ley 1204 
de 2008[26] y con ella ofreció una forma de solucionar el conflicto en caso de convivencia 
simultánea del causante con el cónyuge y compañera(o) permanente, consistente en dejar 
en suspenso el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes hasta que la jurisdicción 
correspondiente definiera a quién se le debe asignar y en qué proporción. 
 
Al respecto, el artículo 6 de esta ley señala: 
 
“ARTÍCULO 6o. DEFINICIÓN DEL DERECHO A SUSTITUCIÓN PENSIONAL EN CASO DE 
CONTROVERSIA. En caso de controversia suscitada entre los beneficiarios por el derecho a 
acceder a la pensión de sustitución, se procederá de la siguiente manera: 
 
Si la controversia radica entre cónyuges y compañera (o) permanente, y no versa sobre los 
hijos, se procederá reconociéndole a estos el 50% del valor de la pensión, dividido por partes 
iguales entre el número de hijos comprendidos. El 50% restante, quedará pendiente de pago, 
por parte del operador, mientras la jurisdicción correspondiente defina a quién se le debe 
asignar y en qué proporción, sea cónyuge o compañero (a) permanente o ambos si es el 
caso, conforme al grado de convivencia ejercido con el causante, según las normas legales 
que la regulan. Si no existieren hijos, el total de la pensión quedará en suspenso hasta que 
la jurisdicción correspondiente dirima el conflicto. 
 
Si la controversia radica entre hijos y no existiere cónyuge o compañero (a) permanente que 
reclame la pensión, el 100% de la pensión se repartirá en iguales partes entre el total de 
hijos reclamantes, pero solo se ordenará pagar las cuotas que no estuvieran en conflicto, en 
espera a que la jurisdicción decida. Si existe cónyuge o compañero (a) permanente se 



 
 

 
                                                      

  

asignará el 50% a este o estas(os) y sobre el 50% correspondiente a los hijos se procederá 
como se dispuso precedentemente.” (subraya fuera de texto) 
 
Así las cosas, a la entidad que represento solo le queda esperar y cumplir las resultas del 
proceso que convoca esta contestación de demandas, aunado a lo anterior y de los cual se 
hace necesario mencionar a su Honorable Despacho, somos una entidad pagadora de las 
acreencias pensionales y no la llamada a dirimir el conflicto de controversia manifestado 
con esta demanda; pues es la jurisdicción Contenciosa Administrativa la que define la 
proporción del reconocimiento pensional correspondiente a cada una de las partes en 
conflicto de la pensión de jubilación del docente causante.    
 

I. EXCEPCIONES DE MERITO 
 
Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

El acto administrativo demandado y contenido en las Resoluciones Nº 583 del 02 de febrero 
de 2018, Nº 0772 del 12 de febrero de 2019 y 1337 del 13 de marzo de 2019, se profirió en 
estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso del demandante, 
sin que se encuentre viciado de nulidad alguna, toda vez que no se reconoció la pensión de 
sobreviviente  teniendo en cuenta la fecha de vinculación de la docente 
 

COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
El artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por el artículo 1º de la Ley 62 del mismo año, 
señaló que las pensiones de los empleados oficiales serían liquidadas “sobre los que hayan 
servido de base para calcular los aportes”, para tal efecto enlistó los factores que debían 
ser incluidos al momento de fijar el monto para liquidar la pensión de jubilación entre los 
que se encuentra: “asignación básica; gastos de representación; prima técnica; dominicales 
y feriados; horas extras; Bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o 
realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio”. 
 

 
PRESCRIPCIÓN 

 
Se propone la prescripción como medio exceptivo de la reclamación de la prestación 
solicitada por la demandante, que pretende se le reconozca y pague la pensión de 
sobrevivientes, de acuerdo con lo que resulte probado de conformidad con el artículo 488 
del C.S.T, artículo 151 del C.P.L, artículo 41 del decreto 3135 de 1968, demás normas 
concordante y la Jurisprudencia de la H. Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado. 
 
 



 
 

 
                                                      

  

BUENA FE 
 
Tal como se especificó en la resolución mediante la cual no se reconoció la prestación, esta 
se expido a favor del demandante, De igual manera actúa de buena fe la entidad, cuando 
es respetuoso de la legislación existente en materia de pensiones, con base en nuestro 
ordenamiento Constitucional y Procedimental aplicando a cada caso en particular la 
legislación vigente para así satisfacer las necesidades de todos los asegurados, 
salvaguardando el patrimonio público. 
 

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 
excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental 
no es la relación de los hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba 
de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 
reconocerla oficiosamente. 
 
Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 
así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad 
con el ordenamiento procesal. 
 
 

V. PETICIONES 
 
Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a usted, que 
previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 
 
 
PRIMERO.- Declarar probadas las excepciones propuestas.  
 
SEGUNDO.- En consecuencia dar por terminado el proceso. 
 
TERCERO.- Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada en caso de prosperar 
las pretensiones de la demanda. 
 

 
 

VI. PRUEBAS 
 
Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 
 
 

VII. ANEXOS 



 
 

 
                                                      

  

 
Anexos de poder, de acuerdo a lo requerido por el despacho de quien otorga. 
 
El poder principal. 
 
Sustitución del poder. 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la 
Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co 

 
 
 
 
Del señor(a) Juez,  
 

 
 
DIANA CRISTINA BOBADILLA OSORIO 
C.C. 52.352.178 de Bogotá 
T.P 159.126  de C. S. J.  
 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en 
la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 
pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gr atuita. Ser 
vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor 
del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asi mismo tiene 
la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan 
favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del C onsumidor 
no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y 
apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere. 
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Señores. 
JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE IBAGUÉ (TOLIMA). 

. 
E. S. D.        N° Z5-01166 

 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado:      73001333300620200021400  

Convocante(s) y/o Demandante(s):    MARIA DEL CARMEN ARAGON - 41585438 
Convocado(s) y/o Demandado(s):   LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá, y portador/a de la Tarjeta 

Profesional No. 250.292 del Consejo Superior de la Judicatura actuando en calidad de apoderado de: 

 
1. LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG, identificada con NIT: 899.999.001-7 conforme al poder 

general otorgado mediante la escritura pública No. 0522 del 28 de Marzo del 2019, protocolizada en la Notaría Treinta y 

Cuatro del Círculo Notarial de Bogotá D.C., aclarada mediante escritura pública No. 0480 del 03 de mayo de 2019 y 

escritora publica 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizada en la Notaría veintiocho del Círculo Notarial de 

Bogotá D.C., por el Dr. LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, jefe de la oficina de Asesoría Jurídica del MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, en ejercicio de las facultades a él conferidas mediante la Resolución No. 002029 del 4 de marzo 

de 2019, expedida por la señora MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 9 

de la Ley 489 de 1998; 

 
y/o 

 
2. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., identificada con Nit. 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del 

Patrimonio Autónomo FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al poder general 

otorgado por su Representante Legal, el doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FRAILY, a través de la escritura Pública 

No. 1588 del 27 de diciembre de 2018, aclarada mediante escritura pública No. 0045 del 25 de enero de enero de 

2019, protocolizada en la Notaría Veintiocho del Círculo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto ante su Despacho que SUSTITUYO PODER a la abogada DIANA CRISTINA BOBADILLA OSORIO, identificada con la 

Cédula de Ciudadanía No. 52.352.178 de Bogotá D.C. y portadora de la Tarjeta Profesional No. 159.126 del Consejo Superior 

de la Judicatura. Para que realice la defensa técnica de la entidad a la que represento. 

 
El apoderado sustituto tendrá las mismas facultades a mi conferidas, incluyendo las facultades para presentar recursos 

ordinarios y extraordinarios, y en general todas aquellas funciones propias de este mandato, en los términos establecidos 

en el artículo 74 del Código General Del Proceso. 

 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios a 

favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 

 
Por lo anterior, solicito aceptar esta petición en los términos y para los fines del presente mandato. 

 

          
Del despacho, Acepto, 

 
   
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS. DIANA CRISTINA BOBADILLA OSORIO 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. C.C. No. 52.352.178 de Bogotá D.C. 
T.P 250.292 del C.S.J T.P 159.126 del C.S.J. 

 

 
Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo 
que contiene los antecedentes de los actos administrativos objeto del proceso relacionados a continuación, de 

conformidad con lo exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo: 

DIEGO ANDRÉS PÉREZ CANDELA 

Coordinador 

Oficina Asesora Jurídica 

Calle 43 No. 57 - 14 Centro Administrativo Nacional, CAN, Bogotá, D.C. 
PBX: +57 (1) 222 2800 - Fax 222 4953 

www.mineducacion.gov.co - atencionalciudadano@mineducacion.gov.co 

 

 

 

DESPACHO: JUZGADO: JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE IBAGUÉ (TOLIMA) 

No. DE PROCESO: 73001333300620200021400 

DEMANDANTE: MARIA DEL CARMEN ARAGON - 41585438 
 

Los expedientes administrativos relacionados con el personal docente y administrativo de los servicios 

educativos estatales reposan en los archivos de las Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a 

la que pertenece o ha pertenecido el solicitante o causahabiente. 

 

En cuanto al Ministerio de Educación Nacional vale la pena aclarar que su papel es el de fijar las políticas 
generales en materia de educación, pero no administra los servicios educativos ni el personal docente y 

administrativo, por cuanto legalmente no se le ha establecido esta competencia, la cual, como ya se ha dicho, 

corresponde a las entidades territoriales certificadas en educación, las cuales deben administrar la prestación 

del servicio educativo en preescolar, básica y media, a través de las secretarías de educación, quienes se 

encargarán, entre otras funciones, de establecer los mecanismos y definir los requisitos para garantizar el acceso 

a la población en edad escolar mediante la asignación de cupos estudiantiles en las distintas instituciones 

oficiales ubicadas en su jurisdicción. 

 

 
Es necesario aclarar que el Ministerio de Educación Nacional no representa ni es Superior Jerárquico de las 
Secretarías de Educación, por lo cual no puede responder por las obligaciones o responsabilidades que se crean 

en desarrollo de sus funciones. Es obligación de la Secretaría de Educación de la entidad territorial dentro del 

marco que la Ley ha establecido, administrar autónomamente el servicio educativo y garantizar el acceso a la 

educación de los menores en edad escolar en igualdad de condiciones, cuando los mismos deban acudir a 

instituciones educativas privadas por el sistema de educación contratada. 

 

 
De conformidad con lo anterior, la documentación que pueda conformar el expediente relacionado con los actos 

administrativos demandados no está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en nuestros archivos, lo que 
representa una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante 

cualquier jurisdicción. 

 
Se expide en Bogotá, D.C., a los 30 de agosto del año 2020. 

http://www.mineducacion.gov.co/
mailto:atencionalciudadano@mineducacion.gov.co


Calle 43 No. 57 - 14 Centro Administrativo Nacional, CAN, Bogotá, D.C. 
PBX: +57 (1) 222 2800 - Fax 222 4953 

www.mineducacion.gov.co - atencionalciudadano@mineducacion.gov.co 
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